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    	1880

	
 21 de septiembre. Represión al levantamiento de Buenos Aires y federalización de la ciudad. 

  12 de octubre. Asunción presidencial de Julio Argentino Roca.

   


			  

  
    	1881

	
 23 de julio. Firma del Tratado de Paz y Amistad con Chile.

   



			  

  
    	1882

	
 Reunión del Congreso Pedagógico.

   



			  

  
    	1883

	
 Se establece la convertibilidad según el patrón oro.

   



			  

  
    	1884

	
 8 de julio. Ley 1420 de Educación Común. 

  Ruptura de relaciones con el Vaticano.

     



			  

  
    	1889

	
 Suspensión de pagos de la deuda. 

  Formación de la Unión Cívica.

     



			  

  
    	1890

	
 6 de agosto. Carlos Pellegrini asume la presidencia de la nación. 

  Primera celebración del Primero de Mayo con participación masiva de instituciones sindicales.

     



			  

  
    	1893

	
 3 de julio. Arreglo Romero para el pago de la deuda externa.

   



			  

  
    	1898

	
 12 de octubre. Roca asume por segunda vez la presidencia de  la República. 

  Compra de armamentos por tensión con Chile.

     



			  

  
    	1901

	
 Creación de la Federación Obrera Argentina, más tarde dividida en Unión General de Trabajadores (UGT, socialista) y Unión Obrera Regional Argentina (FORA, anarquista).

   



			  

  
    	1901

	
 Ley 4301 de Servicio Militar Obligatorio. 

   



			  

  
    	1902

	
 28 de mayo. Acuerdo general de arbitraje sobre límites con Chile.

   



			  

  
    	1906

	
 12 de octubre. Asume la presidencia José Figueroa Alcorta. 

   



			  

  
    	1909

	
 14 de noviembre. El jefe de Policía Ramón Falcón es asesinado por el anarquista Simón Radowitzky como reacción a la represión policial al movimiento obrero. 

   



			  

  
    	1910

	
 12 de octubre. Roque Sáenz Peña asume la presidencia. 

  Apoteosis del Centenario. 

     



			  

  
    	1911

	
 23 de mayo. Creación del Museo Social Argentino, con amplia participación (conservadores, católicos, socialistas), para estudiar y buscar soluciones a los problemas sociales. 

   



			  

  
    	1912

	
 10 de febrero. La llamada Ley Sáenz Peña establece el voto secreto y obligatorio con padrón masculino universal. 

   



			  

  
    	1916

	
 12 de octubre. Hipólito Yrigoyen, UCR, es el primer presidente electo a través de una participación masiva y legítima.

   



			  

  
    	1918

	
 Movimiento reformista en la Universidad de Córdoba que inicia el proceso de cambio en la estructura de la universidad.
   




			  

  
    	1919

	
 Del 7 al 14 de enero. La Semana Trágica, expresión máxima de los conflictos obreros.

   



			  

  
    	1922

	
 12 de octubre. Se inicia la presidencia de Marcelo Torcuato de Alvear.

   



			  

  
    	1929

	
 El crack en Estados Unidos arrastra a los mercados mundiales.

   



			  

  
    	1930

    	
 Aumenta el impacto en la Argentina de la depresión mundial.  

      6 de septiembre. Un golpe militar encabezado por José Félix Uriburu, con apoyo civil en Buenos Aires, derroca al gobierno de Yrigoyen.



    




	  

	


	
		
			Las claves del periodo

			Eduardo José Míguez

			 

			 

			 

			 

			Por muchos motivos, 1880 fue un año crucial en la historia argentina. En el plano político, un clásico conflicto electoral se fue transformando en una confrontación entre Buenos Aires y la nación, que, gracias al triunfo de aquélla, terminaría por resolver la cuestión de la capital de la República y, más importante aún, por reafirmar la supremacía del gobierno central incluso sobre la más poderosa de las provincias. Por otro lado, la alianza electoral que llevó en ese año a Julio Roca a la presidencia, conocida como Partido Autonomista Nacional (PAN), terminaría absorbiendo un amplio espectro político, y transformándose en un fluido pero consistente núcleo hegemónico por casi treinta años. 

			En el plano económico, luego de una década signada por la crisis 1873-1877, puede verse al año 1880 como el punto de arranque de un ciclo altamente expansivo, que duraría una década, o si lo vemos de manera más amplia, treinta y tres años o incluso cincuenta. Además, se inició el proceso de incorporación de la enorme extensión de tierra conquistada a los indígenas en las campañas militares de 1876-1879 y 1880-1885, a la vez que las antiguas unidades productivas de frontera se vieron favorecidas por la pacificación de la región. Es, por último, un año significativo para las ferrovías, completadas ya algunas líneas troncales y otras que lo serán en breve, a la vez que se inicia un ciclo fuertemente expansivo de la red.

			En el plano social, superadas las consecuencias de la crisis económica, la corriente inmigratoria comenzó a adquirir el impulso que la caracterizó en la década que se iniciaba. Por otro lado, cerrada la frontera interna, las formas de vida en el mundo rural de las provincias con tierras de frontera indígena (todas salvo Entre Ríos, San Juan, Catamarca y La Rioja) también se fueron transformando rápidamente. Por cierto, si debiera buscarse un ejemplo contrario al principio de que salvo cataclismos, los cambios sociales son lentos, la región pampeana en la década de 1880 podría muy bien cumplir tal función.

			 

			 

			La política

			 

			Para comprender la profundidad de estos cambios, conviene detenerse en los problemas en que estos procesos se insertan. Seguramente el más notorio en política es el de la relación entre Buenos Aires y la nación. La revolución de mayo de 1810 fue un hecho porteño, y su primera preocupación fue extender su influencia al conjunto del territorio del virreinato. Visto en perspectiva, su fracaso fue estrepitoso. Si en pocos años todos esos territorios concretaron su separación de la madre patria, en el mismo lapso también lo hicieron de Buenos Aires, que para 1820 vio su influencia reducida a una muy estrecha franja de unos pocos miles de kilómetros cuadrados, y a unas pocas decenas de miles de habitantes. En los cincuenta años siguientes, Buenos Aires amplió su territorio a costa de tierras indígenas, y multiplicó su población, pero jamás pudo consolidar un liderazgo estable sobre una nación que tardaba en constituirse.

			Finalmente, 1862 pareció brindarle el triunfo, cuando Bartolomé Mitre, gobernador de la provincia, se apropió de la presidencia de la República y de la Constitución Nacional, aprobada una década atrás por sus rivales. Triunfo pírrico. Sería el único gobernador de Buenos Aires que alcanzara la máxima magistratura nacional a través del sistema electoral en toda la historia del país (Eduardo Duhalde lo haría ya en el siglo XXI, pero para un interinato, elegido por la Asamblea Legislativa). Las provincias del interior llamadas despectivamente desde Buenos Aires, no sin cierta razón dadas sus pobres economías y finanzas, «los 13 ranchos», que habían gestado el inicio de la nación con el liderazgo del entrerriano Justo José de Urquiza en 1852-1853, articularon una respuesta política a la pretendida hegemonía porteña. Una alianza fluida de sus élites dirigentes, representadas por los gobernadores, fue adquiriendo peso decisivo en las elecciones presidenciales, llevando a la magistratura a Domingo F. Sarmiento (1868) y luego a Nicolás Avellaneda (1874).

		  No es que Buenos Aires quedara totalmente al margen de esta configuración. Una facción del hegemónico liberalismo porteño, la llamada autonomista (curiosamente, por resistir durante la presidencia de Mitre la federalización de la ciudad), terminó sumándose a las alianzas presidenciales. Por otro lado, la otra facción, el mitrismo, derrotada electoralmente en ambas contiendas, también contaba con apoyo en las provincias. Pero la elección de Sarmiento y Avellaneda (provincianos, aunque ambos con larga residencia y trayectoria política en Buenos Aires) ponía en evidencia que la nación no era una propiedad de la élite política porteña, sino un espacio de negociación que requería de consensos mayoritarios en las élites dirigentes del conjunto del territorio.

			Y sin embargo, simbólica, económica y culturalmente, Buenos Aires seguía siendo más poderosa. Aunque con su incorporación a la nación había perdido su principal fuente fiscal, la aduana de su puerto, su economía seguía siendo por mucho la más rica de la República. Su banco (el Banco de la Provincia de Buenos Aires, una banca estatal), la institución financiera más fuerte. Su población, más de la cuarta parte del país. Concentraba además a buena parte de los profesionales, intelectuales y hombres influyentes —muchos, como Sarmiento y Avellaneda, provincianos de origen, atraídos por las luces de la metrópolis—. Así, aunque de derecho era sólo una provincia más, era incierta su subordinación a una nación en la que su hegemonía no era reconocida.

			1880 resolvería la incertidumbre. La alianza gobernante con Avellaneda incluía a la facción autonomista de Buenos Aires y a buena parte de las élites políticas provinciales. Cuando se disputó la candidatura para 1880, el grueso de las provincias avaló a Roca, un provinciano con poco apoyo en Buenos Aires. El gobernador autonomista de esa provincia, Carlos Tejedor, apareció como el otro gran candidato. La facción mitrista porteña, que había perdido el poder en 1868 y fue derrotada en un intento revolucionario en 1874, carecía de fuerza para imponer a su propio pretendiente y terminó apoyando a Tejedor. Poco a poco lo que era una tradicional lucha política por candidaturas fue transformándose en un enfrentamiento entre Buenos Aires y la nación. En parte, porque Tejedor podía aprovechar su posición de gobernador para arrastrar a la provincia detrás de su candidatura. En parte, y esto es lo más importante, porque la población de Buenos Aires sentía que la candidatura de Roca era una imposición de las provincias, vulnerando su preeminencia. No pocos políticos porteños advirtieron que lo que estaba en juego era la unidad y superioridad de la nación, y respaldaron a Avellaneda y a Roca —por ello o por alianzas políticas circunstanciales, o quizás por ambas cosas—.

			Hubo revolución, hubo guerra y hubo capitulación de Buenos Aires. Roca fue electo presidente. Buenos Aires, despojada de su ciudad madre que pasó a ser capital federal, descubriría que no hacía falta la hegemonía política para preservar su sitial de honor, y que sus élites podían seguir siendo influyentes en interacción con las del interior, como se verá en el capítulo «La vida política». Pero el conflicto revela otro problema, también heredado desde la independencia: el de la legitimidad. Si desde el mismo momento de la revolución de 1810 la soberanía popular fue una solución simbólica natural (en aquel contexto) a la desaparición del monarca, y la democracia su correlato político, la legitimidad del acto electoral fundante de la gobernabilidad, es decir, la concreción material de la democracia, fue un problema cuya resolución llevaría un siglo. 

			Sorprendentemente, la idea del pueblo elector fue rápidamente adoptada por las élites y permeó desde allí al cuerpo social. Pero para que estos principios pudieran fundar gobiernos legítimos era menester que el acto a través del cual el soberano escogía a su representante también lo fuera. Aun después del dictado de la Constitución, los actos electorales contaban con una baja participación, y eran más bien confrontaciones de pequeños aparatos movilizados por los dirigentes, de clientelas electorales venales, o simplemente resultados fraguados. Así, carentes de legitimidad de origen, todos los gobernantes del primer siglo independiente debían fundar su poder en el ejercicio mismo del mando. Y esto dependía de su capacidad para obtener las obediencias necesarias para evitar, en última instancia mediante la fuerza o la amenaza de ella, que un contendiente lo desplazara del poder. Lo que equivale a decir que cada vez que un aspirante al poder suponía que podía lograr ese objetivo, se producía una confrontación armada. Éste fue el origen de la lucha entre Tejedor y la nación, aunque luego tomó una dimensión diferente.

			El problema de la legitimidad había dado lugar a numerosas confrontaciones antes de 1880, y lo volvería a hacer en 1890, 1893 y 1905. La alianza triunfante con Roca, como hemos señalado, mantendría una prolongada hegemonía política a través del PAN, basada en la habilidad de sus integrantes para lograr los apoyos necesarios para retener el poder. En la segunda mitad de los años ochenta, una facción de ella, liderada por el entonces presidente Juárez Celman, buscó una concentración muy amplia del control administrativo, excluyendo a Roca y a otros importantes líderes del partido. Cuando la crisis económica de 1890 debilitó sus consensos, una alianza de la oposición, la Unión Cívica —mitristas, viejos autonomistas acaudillados por Leandro Alem y hombres nuevos en la política—, intentó desplazarla mediante una revolución. Fracasada ésta gracias a la intervención del sector roquista del PAN, Juárez Celman tuvo que renunciar. Con hábiles maniobras, Roca, aliado con el poderoso vicepresidente de Juárez y heredero del mando, el porteño Carlos Pellegrini, logró reconstruir su poder y mantener la hegemonía del PAN por otros diez años, a la vez que dividir a la Unión Cívica. Pero una fracción de ésta, la Unión Cívica Radical, liderada por Alem, emergería de la coyuntura como un partido destinado a ser protagonista de la vida política argentina en el siglo XX. Aunque fue derrotada en sus intentos revolucionarios de 1893 y 1905, la consolidación de su discurso civista reclamando la pureza electoral —en especial bajo el liderazgo de Hipólito Yrigoyen desde 1898, luego de la muerte de Alem— la consolidará como la gran «causa» opositora al PAN, al que identificará con el «régimen» de corrupción política.

		  A su vez, la dirigencia del PAN se enfrentaba al problema de la legitimidad. Era difícil para un gobierno oligárquico contener a una sociedad más variada, con crecientes sectores medios y un activo movimiento obrero. Luego de la caída de Rosas (1852), el sistema político se había ido concentrando en manos de viejas élites provinciales. Paulatinamente, éstas se articularon como una oligarquía política nacional, consolidada a partir de 1880. Más allá de sus permanentes confrontaciones por el poder, herederos de viejas familias patricias monopolizaban el protagonismo político. Carentes de legitimidad electoral, las viejas élites comenzaron a sentir la amenaza no ya de sus rivales de otras facciones oligárquicas, sino de nuevos sectores sociales que podían poner en cuestión la totalidad de la arquitectura gubernamental. El discurso civista de la UCR podía resultar atractivo a estos sectores, lo que fue visible ya en el intento revolucionario de 1893 y, sobre todo, lo sería luego de la reforma electoral. Más aún, la emergencia del Partido Socialista a fines del siglo XIX testimoniaba que las expresiones políticas tradicionales ya no contenían a una incipiente demanda de participación. Estos temores, además de la recurrente denuncia de los derrotados sobre el fraude y los permanentes reclamos de intelectuales y, paradójicamente, de la propia clase política, promovieron la idea de una reforma electoral. Un primer intento en 1902 fue rápidamente abandonado. Pero cuando las luchas internas en el PAN debilitaron a los gobiernos de él surgidos, una fracción de éste adoptó el estandarte de la reforma y, alcanzando el poder en 1910, la llevó a cabo mediante una ley en 1912. 

		  El resultado fue más contundente de lo que sus autores parecen haber supuesto que ocurriría. Todo sugiere que las antiguas élites dirigentes del PAN, conocidas desde esa época como conservadores, contaban con que la reforma daría cabida a otras fuerzas, sin quitarles la hegemonía. Quizás habría sido así si no fuera por las perennes divisiones internas del sector. Quizás no, porque la ley electoral cambió el juego de la política, como muestra Roy Hora en el capítulo «La vida política». Parte de las viejas fuerzas, como los demócrata progresistas de Santa Fe o los conservadores de la provincia de Buenos Aires, se adaptaron bien al nuevo contexto, en el que los liderazgos se basaban en la conquista del voto popular y no tan sólo en el acuerdo entre notables y el manejo de aparatos electorales —aunque una forma de conquistar el voto era a través de prácticas clientelares—. Pero el radicalismo fue más eficaz en la conquista del favor social, imponiendo un predominio electoral considerable por largo tiempo. Para ello, combinó dos clásicos elementos de la política electoral moderna: el manejo de clientelas, alimentadas en buena medida con recursos fiscales y la construcción de carisma de sus principales líderes, en especial de Yrigoyen. Como complemento a su éxito electoral, apeló a todos los recursos del Estado nacional para consolidar su poder, en particular a la intervención federal para imponer a sus aliados en las provincias.

			Cumplido su mandato, Yrigoyen optó por favorecer a Marcelo T. de Alvear, un dirigente partidario relativamente distante de las luchas internas que enfrentaban a sus seguidores más acérrimos con líderes críticos. Pese a que Alvear buscó cierto equilibrio en el partido, finalmente el radicalismo se fracturó entre seguidores de Yrigoyen y antipersonalistas. Enfrentados en las siguientes elecciones, en 1928, Yrigoyen obtendría un triunfo plebiscitario. Pero la indiscutible legitimidad de origen se desvirtuó en la pérdida de legitimidad de gestión, agravada por el desprestigio de la democracia como sistema político que afectó a buena parte del mundo occidental en aquellos años. No es evidente que perdiera el apoyo popular, pero sí que, con la concentración del poder y el estilo populista, el viejo líder enajenara a muchos sectores sociales de peso y que esto se volvió crítico debido a las dificultades sobrevenidas en la grave coyuntura de 1929-1930. La situación desembocaría en un golpe de Estado llevado a cabo por militares, con apoyo de casi toda la oposición y amplios sectores urbanos.

			Aunque la coyuntura del golpe de 1930, como la de la revolución de 1890, estuvo signada por la crisis económica, no es obvio buscar en la economía sus causas, ya que en la administración de la cosa pública poco cambió con el paso de conservadores a radicales. Desde la presidencia de Roca, y aun antes, las políticas de gobierno se habían caracterizado por un gran pragmatismo. Esto implicaba una adhesión genérica a los principios liberales ampliamente dominantes en la época y un constante distanciamiento de éstos en decisiones concretas, que respondían a presiones, intereses y necesidades. En un contexto económico altamente favorable, en general bastaba con aplicar las recetas habituales en la época. Desde luego, las coyunturas desfavorables requirieron más empeño, como se vio en la ardua gestión de los tempranos años de la década de 1890 o durante la Gran Guerra. Pero, en suma, tanto el gobierno del PAN como las administraciones radicales tuvieron continuidad en unas políticas que, en la medida en que permitían a los diversos sectores beneficiarse de la expansión económica, limitaban las disputas a las inevitables luchas por cuestiones específicas que favorecían a uno u otro sector, sin poner en tela de juicio estrategias más amplias. Más aún, en esas disputas específicas (por ejemplo, producciones regionales o productores industriales frente a consumidores urbanos; asalariados frente a empleadores; arrendatarios frente a propietarios, tanto urbanos como rurales), no parece haber existido una tendencia definida de los diferentes gobiernos a favor de uno u otro sector, sino más bien respuestas cambiantes ante coyunturas diversas. Aunque puede reconocerse que en la etapa radical el cambio de las prácticas políticas seguramente favoreció un acercamiento del gobierno a los sectores mayoritarios de la sociedad. 

			También en el plano de las relaciones internacionales las continuidades fueron mayores que las rupturas. Como nos relata Fernando Rocchi el capítulo «Argentina en el mundo», superados los conflictos con Chile con sendos tratados a comienzos de las décadas de 1880 y 1900, la Argentina llevó adelante una pragmática política de vínculos externos, dictada preferentemente por sus necesidades económicas. Ésta incluyó una neutralidad en la Gran Guerra que no se alteró con el cambio de gobierno entre radicales y conservadores. Asimismo, la ambigua relación con Estados Unidos mostró una poco realista vocación de liderazgo latinoamericano que tampoco se vio alterada por esa transición. En todo caso, esta larga estabilidad tenía su fundamento en un éxito de largo plazo que difícilmente sugería la necesidad de un cambio de rumbo.

			 

			 

			La economía

			 

			En los cincuenta años comprendidos en esta etapa, el producto bruto interno per cápita creció a una tasa algo superior al 2 por ciento anual; en el mismo periodo, Estados Unidos creció al 1,4 por ciento, y ambos lo hicieron muy por encima de los restantes países mejor posicionados en la época, como Reino Unido, Australia, Canadá, Francia o Alemania. Para 1930 Argentina se encontraba entre los 10 o 12 países con mayores ingresos del mundo y su distribución no era mucho más desigual que en ellos. Este extraordinario fenómeno sin duda se basó en un aprovechamiento consistente de sus ventajas comparativas, que ha sido caracterizado como una bonanza; vale decir, un crecimiento basado en el aprovechamiento de un recurso natural. Pero, como ha subrayado la llamada staple theory, el impacto de un crecimiento basado en la exportación de un bien primario (en el caso argentino, un conjunto de bienes) depende de los eslabonamientos que se generen en diversos sectores de la economía. Es decir, de los desarrollos complementarios, tales como provisión de insumos, abastecimiento para el consumo de la mano de obra, desarrollo de infraestructuras y servicios, procesamiento del bien previo a su exportación, etcétera. Una producción minera próxima a los puertos de embarque —como el guano en Perú o el salitre en Chile—, generó muy pocos eslabonamientos; la Argentina fue mucho más afortunada.

			En efecto, la riqueza natural argentina ha consistido hasta el día de hoy sobre todo en la disponibilidad de tierras capaces de producir diversos rubros de exportación; derivados ganaderos como cueros, lana y carnes, y agrícolas como cereales, lino y oleaginosas. En la primera mitad del siglo XIX, los eslabonamientos generados por la rústica ganadería criolla eran débiles, lo cual, junto a otros problemas, generó un crecimiento modesto. La expansión lanar entre los años 1840 y 1880 mejoró el perfil de un desarrollo todavía bastante moderado. Pero cuando a estas producciones se sumó la exportación de carne ovina (hacia 1880), de ganado vacuno en pie (década de 1890), de carne vacuna congelada (desde inicios del siglo XX) y enfriada (sobre todo después de la Gran Guerra), además de una exportación agrícola sobre todo de trigo, maíz y más tarde lino, que se iniciaría en los años ochenta, y no pararía de aumentar en toda la etapa, las posibilidades de crecimiento se multiplicaron.

	    Como se verá en el capítulo «El proceso económico» escrito por Andrés Regalsky, esta producción fue posible por la incorporación, a un ritmo entre paulatino y espasmódico, de una enorme extensión de tierras. En el plano político-militar, tomó la forma de importantes oleadas en las décadas de 1820, 1830, 1870 y 1880. Este último movimiento, al eliminar las «fronteras internas», además de afianzar la seguridad sobre amplias secciones de frontera, alteró los equilibrios sociopolíticos permitiendo una definición más certera de los derechos de usufructo de la tierra, y por lo mismo, definiendo mejor las condiciones en el mercado laboral. En el plano productivo, fue sobre todo la expansión de la red ferroviaria lo que hizo factible la incorporación de suficiente capital y mano de obra como para multiplicar la producción de estas tierras. Las ferrovías iniciaron su crecimiento tímidamente en los años sesenta, creciendo luego a gran ritmo entre 1885 y 1895 (con capitales reunidos y obras comenzadas antes de la crisis de 1890), y en la década anterior a la Gran Guerra. Por supuesto, fue la rica región pampeana el foco de la expansión, pero ésta arrastró tras de sí otras regiones peor dotadas. Las tierras chaqueñas proveían de maderas, leña y carbón vegetal al mercado interno (este último fue importante cuando la guerra limitó la importación del de origen minero), y tanino de quebracho colorado a la exportación. El noroeste fue una región azucarera, especialmente Tucumán. Mendoza comercializó vino y frutas también para el mercado interno. Patagonia reemplazaría a la región pampeana como productora de lanas cuando aquélla se especializó en vacunos y agricultura, y en los años veinte aportaría frutas de la zona de regadío del valle de los ríos Neuquén y Limay.

			La importancia del mercado interno tiene su explicación. La producción de los bienes exportables argentinos no sólo requería mucha mano de obra, sino que, como se verá en el capítulo «Población y sociedad», promovió una estructura social compleja, con muchos productores independientes y asalariados relativamente bien remunerados. Igualmente ocurrió con la necesidad de infraestructuras y finanzas para servir a esta producción. La demanda de bienes y servicios proveniente de estos sectores sociales emergentes, a su vez, creó nuevas oportunidades de inversión y empleo. Una red de villas y pequeños centros urbanos, y un pequeño pero notorio conjunto de ciudades intermedias, encabezadas por la gran Buenos Aires, se consolidaron al calor del crecimiento económico. Por eso, si la Argentina se define como un exportador de bienes de base primaria, fue desarrollando un perfil social variado y complejo, y su estructura económica fue más rica que la de una mera economía agraria.

			Por diversas razones, es muy difícil medir con precisión el peso relativo de los diferentes sectores en la economía argentina. Pero es bastante claro que un sector secundario que combinaba una manufactura relativamente moderna (es decir, no un artesanado preindustrial, sino talleres capitalistas a pequeña escala) y un incipiente sector fabril tenía una presencia creciente desde comienzos del siglo pasado. Ya en los años veinte se comenzaron a sumar a él sucursales de empresas trasnacionales norteamericanas y europeas, atraídas por un mercado nada insignificante y por la posibilidad de competir en mejores condiciones evitando las barreras que imponían unas tarifas aduaneras bastante elevadas. A grandes rasgos, en la década de 1920 el sector manufacturero tuvo un peso en la economía equivalente al del sector primario. 

			Igualmente importante es el hecho de que el grueso de la economía agraria, lejos de ser un anquilosado elemento retardatario, fue desde bastante temprano una dinámica fuerza renovadora. Fue frecuente en América Latina que la economía exportadora, ligada al capital extranjero, se modernice, conviviendo con una tradicional producción para el mercado interno. La Argentina responde mal a este esquema. Primero, porque la modernización tanto de grandes como de pequeños productores rurales no estuvo ligada al capital foráneo, sino a empresarios vernáculos (o inmigrantes) de muy diversa escala. El capital extranjero se concentró en los servicios (finanzas, seguros, servicios públicos urbanos) y obras de infraestructura también ligadas a los servicios (puertos, ferrocarriles). Segundo, porque los sectores orientados al mercado interno, aun en los casos, como el vino o el azúcar, en que no eran los mismos que exportaban (dado que ganaderos y agricultores vendían, naturalmente, buena parte de su producción al mercado local), también adoptan técnicas productivas renovadas. Finalmente, porque el equilibrio entre polos renovadores y bolsones poco transformados favorece por mucho a los primeros sobre los segundos.

			Esta visión optimista de la expansión económica en el periodo impone tres problemas. ¿Qué límites encontró tan virtuoso proceso para que, pese a sus extraordinarios logros, la Argentina no pudiera mantener en el siglo XX la destacada posición que tenía en 1930? Una respuesta posible, y que ha sido propuesta por varios historiadores económicos, es que todos los problemas fueron posteriores a esa fecha. Ésta se opone a la más clásica, que descreía —y aún descree, en obstinados conservadores historiográficos— de los logros de la gran expansión. Pero la evidencia empírica actual da poco pábulo a esta última línea interpretativa. Hay, sin embargo, otra hipótesis. Si el motor de la expansión fue una bonanza, aunque la naturaleza de ésta (la variedad y riqueza de los eslabonamientos) creó una sociedad bastante dinámica, agotadas las condiciones favorables del sector externo, la continuidad del crecimiento dependió de la competitividad de la economía no ya en función de sus recursos naturales, sino de su productividad de base humana y tecnológica. Y la Argentina no contaba con una dotación de conocimientos tecnológicos y formación de recursos humanos (cosas bastante asimilables) que le permitiera competir con los países del norte de América y de Europa (y sus colonias privilegiadas, Australia y Nueva Zelanda), que habían acumulado educación y solidez institucional desde mucho antes que la República del Plata. Si bien sus progresos en estos campos fueron notables en la etapa que nos ocupa, al concluir ésta aún estaba lejos de la vanguardia mundial. En otras palabras, que al agotarse el motor agrario de la expansión, ésta se veía reducida a ritmos más acordes a una sociedad de un nivel de desarrollo intermedio, que era el alcanzado por la Argentina.

		  En todo caso, independientemente de la interpretación, lo cierto es que el gran ritmo de crecimiento de la Argentina fue característico de los años ochenta y del comienzo del siglo XX, y se interrumpió primero con la crisis de 1890 y luego con la que trajo la Gran Guerra. Después de esto, Argentina tuvo dificultades para adaptarse al contexto menos favorable de los años veinte, pero en la segunda mitad de esa década volvió a crecer, aunque menos sólidamente que antes de la guerra. El segundo problema es entonces saber si, agotada ya la dinámica agraria junto con la tierra disponible, debía intentar consolidarse la visible pero aún modesta base industrial, como argumentaba ya Alejandro Bunge en la época, abandonando una forma de crecimiento centrada en el motor agrario. Aunque así fuera, el argumento anterior sugiere que es difícil que un país sin larga trayectoria tecnológica, con mano de obra cara y con un mercado local que no podía competir por tamaño con las grandes naciones de Europa o Estados Unidos, estuviera en condiciones favorables para emprender esta vía.

		  La tercera cuestión tiene que ver con el costo de crecer mirando hacia fuera. Muchos han supuesto a la Argentina un caso clásico de imperialismo británico y dependencia. Hoy, sin embargo, sólo una historiografía rancia apunta en esta dirección. Como se verá en el capítulo «Argentina en el mundo», tanto en variedad de productos como en origen y destino del comercio exterior, el Río de la Plata no muestra una dependencia concentrada en mercados reducidos. Sí tuvo un vínculo estrecho con Gran Bretaña en la inversión de capital, dependiendo de ella para la construcción ferroviaria y el financiamiento al fisco. Sin embargo, incluso en estas áreas, cuando la evolución de las cosas generó condiciones que favorecieron otros mercados, el país demostró cierta autonomía respecto de Gran Bretaña; más aún en otros rubros de las inversiones externas, en los que capitales de Francia, Alemania, y más tarde Estados Unidos, tenían mayor experiencia y tecnología, como se verá en el capítulo «El proceso económico» de Andrés Regalsky. A su vez, el capítulo «Argentina en el mundo» de Fernando Rocchi, muestra que en lo político y en lo simbólico la autonomía siempre había estado de manifiesto. Y cuando la industria británica compitió mal con la alemana, o incluso con la italiana en ciertos rubros, o cuando el mercado de capitales de Nueva York desplazó al inglés en el mundo, las inversiones en el Plata comenzaron a proceder de estos orígenes más competitivos. Argentina creció gracias a su comercio exterior y, en este sentido, dependió de él, pero la tendencia interpretativa hoy dominante no ve en esto una relación colonial, sino más bien las limitaciones a que se ve sujeto un crecimiento cuyas bases internas más sólidas se limitan a los recursos naturales.

			Si así fue, y el grueso de la tierra había sido ocupada antes de la Gran Guerra, las dificultades del país a partir de ella pueden ser vistas como el fin de la era de la gran expansión. Esto sólo es en parte cierto. Una serie de circunstancias desfavorables golpearon a la Argentina entre 1914 y 1922, la mayoría de ellas externas, aunque también se sintió el tremendo efecto de una mala cosecha (1917) en una economía de fuerte base agrícola y una crisis ganadera relacionada con cambios de precios relativos en la demanda externa. Por otro lado, la producción agrícola volvió a crecer en la segunda mitad de los años veinte, gracias a mejoras tecnológicas y a un aprovechamiento más integral del potencial productivo. Por otro lado, el conjunto de la economía mundial creció menos después de la guerra, de lo que se ha culpado a un creciente espíritu proteccionista que preludiaba lo que llegaría a su auge con la crisis de 1930. La pobre evolución de la economía hasta mediados de la década de 1920 puede verse más como el fruto de una secuencia de situaciones desfavorables, como ya había habido antes durante la gran expansión, y no necesariamente como el fin de este ciclo. Por otro lado, la segunda mitad de los años veinte, antes del crack estadounidense de 1929, no sólo mostró una recuperación de la economía, sino señales de renovación de su estructura productiva. La economía de los años veinte muestra esa ambigüedad de lo que se suele llamar, quizás para ocultar la perplejidad, una época de transición; lo que vendría después, sin embargo, no es el desenlace de esa transición, sino un inesperado cambio de rumbo.

			 

			 

			El cambio social

			 

			En el campo social, en cambio, poca duda hay que la década de 1930 es un paso coherente con los cambios que se han venido produciendo en el largo ciclo anterior. La etapa que se perfila una vez superada la crisis de 1874-1877 ha sido definida clásicamente como la de modernización social. Como se muestra en el capítulo «Población y sociedad», en el plano demográfico se completa en lo esencial la llamada transición, vale decir, el paso de un régimen poblacional en el cual la mortalidad y la natalidad son altas, a uno en el cual éstas caen. En el caso argentino, como la mortalidad era un poco inferior a lo habitual en la Europa previa a la transición por la ausencia de crisis de subsistencia, antes de la transición el crecimiento vegetativo era importante, y lo seguirá siendo al final del proceso transicional, ya que la natalidad baja menos que en los clásicos casos europeos.

			Por otro lado, avanzan notablemente la educación, la urbanización y la comodidad de las viviendas, se consolida la estructura familiar nuclear con reducción del número de miembros, se amplían, diversifican y especializan los consumos, especialmente los consumos culturales (como veremos en el capítulo «La cultura» de Sylvia Saítta) y el entretenimiento y se renuevan las instituciones asociativas. Buena parte de estos fenómenos se relacionan con la emergencia de un conjunto amplio de sustratos medios, que incluyen profesionales, pequeños empresarios, comerciantes, empleados públicos y privados, artesanos y trabajadores especializados que pueden trabajar en relación de dependencia o de manera autónoma. Esta renovación social afecta también a los sectores más bajos de la estructura laboral, donde el mundo campesino y las artesanías a él ligadas tienden a quedar reducidos a unos bolsones en zonas alejadas y poco afectadas por el crecimiento económico, en tanto se desarrolla el mundo de los obreros concentrados en grandes empresas en el transporte y la comercialización, pero también en las incipientes plantas industriales. Junto con ellos, crecen los sindicatos y la movilización social.

			Todos estos son procesos habituales en la etapa de consolidación del capitalismo moderno. Pero en la Argentina están acompañados por un fenómeno si no único, al menos bastante inusual. La inmigración masiva, que en un lapso de unos treinta años, entre 1880 y 1910, cambia el perfil poblacional del país. Así, desde la transición demográfica y el cambio de las pautas familiares, los cambios en la estructura social, hasta la conformación de los sindicatos o el surgimiento de instituciones sociales intermedias, estuvo signado por esta renovación étnica de las mayorías sociales. Curiosamente, en el plano cultural, como se verá en el capítulo «La cultura», esto dio lugar a un énfasis en la identidad nacional, del que paradójicamente también participarían los recién llegados. Aunque otros países también recibieron en esta etapa fuertes influjos de población, y en el caso de Estados Unidos en números muy superiores a la Argentina, en relación a la base demográfica local, el impacto fue mucho mayor en la República del Plata. Lo que es más importante, dada la estructura sociocultural previa a la inmigración, es que los sectores inmigrantes fueron los principales protagonistas del proceso de cambio entre las clases populares, en tanto en Estados Unidos, por ejemplo, la población nativa motorizó el cambio, al que se fueron sumando los inmigrantes. Por ello, en la Argentina inmigración y modernización son fenómenos concomitantes.

			Entretanto, las viejas élites criollas mantuvieron su supremacía no sin cierta zozobra. En una sociedad marcadamente estamental como lo había sido la del siglo XIX, existía escasa renovación social por vía de la movilidad ascendente. Sin embargo, con una sociedad y economía expansivas, especialmente en Buenos Aires y el litoral, había lugar para una lenta renovación de las élites, especialmente por la incorporación de algunos inmigrantes exitosos. Ésta era la historia del Río de la Plata desde el siglo XVIII hasta el último tercio del XIX. Así, los sectores altos rioplatenses incluían algunas viejas familias de conquistadores, muchas más de comerciantes enriquecidos en la etapa virreinal y no pocas incorporadas en el primer medio siglo posterior a la independencia. 

	    Pero la conmoción social de los años ochenta presentaría para estos grupos tremendos desafíos. A la vez que descubrían una riqueza como la que no habían conocido nunca antes, que les permitía sofisticar enormemente su estilo de vida, en imitación a las aristocracias europeas, la misma expansión económica creaba núcleos sociales nuevos a un ritmo que hacía que su incorporación pusiera en riesgo la identidad misma de la vieja élite. Por otro lado, la ampliación del marco social había ido creando una diferenciación interna en las viejas clases privilegiadas. Si tradicionalmente un mismo núcleo de familias estaba presente en el tope de la fortuna, el intelecto, la política y la respetabilidad social, hacia fines del siglo XIX la profesionalización intelectual fue promoviendo gente nueva en ese campo y la expansión económica creando nuevos ricos. Aunque en la política las clases dirigentes conservaban raíces más tradicionales, tampoco era una actividad totalmente cerrada a los nuevos talentos, especialmente desde que la transparencia electoral exigió incrementar la capacidad de apelación a un voto espontáneo. Así, las viejas élites se veían obligadas a compartir espacios antes exclusivos, a la vez que quienes se destacaban en alguno de ellos no necesariamente tenían reconocimiento en los restantes.

		  Como resultado de todo ello, la respetabilidad social se fue haciendo un patrimonio más problemático. En una sociedad sin aristocracia ni criterios genealógicos establecidos, en la medida en que la legitimidad social buscaba basarse exclusivamente sobre criterios de tradición se deslucía frente a quienes podían ostentar éxitos en campos como las artes y la cultura, emprendimientos económicos o carreras políticas. Los años veinte no llegaron a socavar totalmente el prestigio de los sectores tradicionales, pero iban señalando su irremediable perdida de exclusividad.

			El mismo fenómeno se refleja en el campo cultural. No sólo la universidad se abrió a la carrera de talentos, incluyendo ahora cada vez con mayor frecuencia a sectores medios descendientes de inmigrantes, lo que es subrayado tanto en el capítulo de sociedad como en el de cultura, sino que en el propio campo literario, la ampliación y la riqueza de la producción dieron lugar a diversas tradiciones, como las llamadas de «Florida» y «Boedo», más ligadas a las viejas clases ilustradas o la nueva democratización social. A su vez, se ampliaba la cultura popular, un campo en el que el desarrollo social, como hemos argumentado, generaba nuevos consumos. Entre ellos, aquellos que atendían a las necesidades de reafirmar la identidad nacional, incluso entre las propias familias de inmigrantes, especialmente sus hijos. Surgían así variadas expresiones culturales que atendían a las demandas de una sociedad más rica y diversa.

			El término que clásicamente ha definido estos procesos, y que hemos usado aquí, ha sido el de modernización. Sin embargo, en tiempos recientes ha caído en descrédito. Seguramente, ello se debe en buena medida a su estrecha asociación a una teoría más bien simple y evolucionista del desarrollo social. Si bien la aplicación de estas ideas al caso argentino por Gino Germani no fue ni mecánica ni carente de riquezas, sin duda la investigación reciente ha mostrado muchos matices y complejidades que exceden a ese instrumento conceptual. Es difícil identificar una forma de tradicionalismo social y una modernidad que se suceden en el tiempo. Se observan más bien variadas formas de lo social con fuertes grados de ambigüedad. Sin embargo, si se mira la sociedad argentina anterior a este periodo, en referencia a otras sociedades que aún no han sido profundamente transformadas por los efectos de la industrialización, y a la que ya predominaba a fines de la década de 1920, teniendo como parámetro a la de los países de raíz europea más ricos del momento, se constatará que en esos cincuenta años los cambios en la sociedad rioplatense justifican la adopción de esas referencias. Y que, con todas sus ambigüedades y contradicciones, la sociedad que debe hacer frente a la crisis de 1930 posee muchos rasgos próximos a las sociedades europeas avanzadas (indicadores demográficos, pautas familiares, estructura social, urbanización, alfabetismo, consumo cultural y del tiempo libre, prácticas asociativas, etcétera) que no estaban allí en 1880, y menos aún en 1850, cuando el parámetro de sociedades preindustriales parece asociarse mejor a los rasgos generales del Río de la Plata. Así entendido, creo que el concepto de modernización describe bien este derrotero, siempre y cuando recordemos que no fue poco lo que quedó total o parcialmente a la vera de estas transformaciones y que, en muchos campos, esta modernización fue bastante limitada.

		

	


	
		
			La vida política

			Roy Hora

			 

			 

			 

			 

			La formación del Estado central

			 

			La llegada de Julio A. Roca a la presidencia de la nación en 1880 puso fin a una prolongada etapa de conflictos que habían tornado lenta y dificultosa la afirmación del Estado central. Tras la caída de la larga dictadura de Juan Manuel de Rosas, en febrero de 1852, las ideas constitucionalistas y liberales se habían vuelto hegemónicas entre las élites políticas del país. Durante la década de 1840, la movilización popular desatada por la crisis de independencia comenzó a perder gran parte de su virulencia, reafirmando a las élites como amplias dominadoras del escenario político. Atenuadas las disputas ideológicas en la cumbre de la sociedad, y desplazadas las clases populares del lugar central en el teatro del poder que habían ganado tras la independencia, en 1853 la Argentina se dio una Constitución que la consagró como una república federal, y que enfatizaba la necesidad de abrir plenamente el país a las fuerzas modernizadoras del capitalismo nordatlántico. En esos años comenzaron a cobrar forma un conjunto de instituciones que sentaron los rudimentos del Estado federal: la burocracia y la administración de justicia, el sistema educativo, las fuerzas armadas y el sistema rentístico. 

			Sin embargo, los consensos alcanzados en torno a los fundamentos constitucionalistas y liberales del orden político no podían dar respuesta a conflictos de gran hondura que siguieron dividiendo a las élites gobernantes durante todo el periodo de la Organización Nacional, y que repetidamente se zanjaron en el campo de batalla. La más importante de estas disputas oponía la provincia de Buenos Aires, que ella sola reunía la mitad de la riqueza total del país, un presupuesto que superaba al de todos los demás distritos juntos, y que hasta entonces había desempeñado un papel preponderante como ciudad capital y cabeza política de la Argentina independiente, a las restantes trece provincias que componían el cuerpo de la nación. Por largas décadas, la enorme desigualdad de recursos económicos y de poder entre la gran provincia y los «13 ranchos», junto a la heterogeneidad de las élites y la precariedad de las estructuras de autoridad, parecieron desafiar toda posibilidad de hallar una fórmula política capaz de alojar los intereses y las realidades de una federación tan desigual.

			A lo largo de ese cuarto de siglo, los sectores dirigentes porteños y los grupos gobernantes de las provincias se enfrentaron abiertamente, pugnando por construir un orden capaz de reemplazar el sistema de poder que se había derrumbado junto con Rosas. Durante la década de 1850, el estado de Buenos Aires y la Confederación que congregó a las restantes trece provincias bajo el liderazgo de Entre Ríos constituyeron, cada uno de ellos, entidades políticas separadas y rivales. La década de 1860 asistió a un intento de unificación bajo el signo del porteñismo, que comenzó en 1861, cuando la Guardia Nacional de Buenos Aires derrotó a las tropas de la Confederación en la batalla de Pavón y ocupó militarmente el interior. La imposición del liderazgo porteño no logró concitar apoyos significativos en muchas provincias, y su fracaso se hizo evidente aun antes de que Bartolomé Mitre culminara su mandato presidencial (1862-1868). Pero la gradual interpenetración de la política provincial y la nacional que el experimento mitrista dejó como su legado más perdurable instó a sectores cada vez más amplios de las oligarquías del interior a impulsar, más que a oponerse, a la construcción de un orden político más integrado y centralizado, en el que las provincias pudieran hacer valer el peso institucional que la Constitución federal les otorgaba en razón de su número y de su primacía demográfica. Para las provincias, un proyecto que incrementase su influencia sobre el Estado central poseía un claro atractivo económico, en tanto les permitía apropiarse de los recursos fiscales que la nacionalización de la aduana —concedida por Buenos Aires en 1860— había puesto bajo jurisdicción del Estado central. 

			En la década de 1870, Nicolás Avellaneda, un avezado dirigente oriundo de la provincia norteña de Tucumán, destinó ingentes esfuerzos a darle forma política a este programa. Durante su paso por la presidencia (1874-1880), Avellaneda se convirtió en un activo promotor de una serie de compromisos con los grupos de poder del interior que sirvieron para establecer una comunicación más estrecha entre las élites políticas, para incrementar la articulación entre la esfera local y la política nacional, y en definitiva para afirmar la presencia del poder central en la vasta y despoblada geografía del país. Al mismo tiempo que crecían los incentivos para ceder autonomía y para integrarse en redes políticas más amplias, también se incrementaban los costos para quienes tomaban el camino de la disidencia. 

			Los actores que en esos años se opusieron abiertamente al avance de la autoridad nacional se debieron enfrentar al cada vez más poderoso ejército federal. Durante la guerra del Paraguay (1865-1870), el mayor conflicto internacional que la Argentina libró en toda su historia, el ejército experimentó importantes transformaciones tanto en lo que se refiere a su poder de fuego como al profesionalismo y espíritu de cuerpo de sus integrantes; de allí surgió una organización militar más poderosa, pero también menos permeable al influjo de las facciones políticas y los intereses locales que hasta entonces habían dividido las lealtades del cuerpo de oficiales. En las décadas de 1860 y 1870, todos los alzamientos que tuvieron lugar en la franja andina que corre entre Salta y San Juan, pero también en las provincias de Entre Ríos y Buenos Aires, se vieron doblegados por la mayor disciplina y poder de fuego de las tropas nacionales. De esta manera, incentivos positivos y negativos apuraron el proceso de centralización del poder. 

			La afirmación de la autoridad central debió enfrentar su último gran desafío a fines de la década de 1870. Al igual que en ocasiones anteriores, el conflicto se suscitó a propósito de la sucesión presidencial. En 1879, la Liga de Gobernadores, que había surgido de una serie de acuerdos entre las oligarquías gobernantes del interior tejidos durante la presidencia de Avellaneda, proclamó la candidatura del tucumano Julio A. Roca a la presidencia. Roca se enfrentó al gobernador de Buenos Aires, Carlos Tejedor, que encarnaba una fórmula eminentemente porteña. Se reproducía así, aunque con mayor dramatismo, la línea de clivaje que había caracterizado la elección presidencial de 1874, cuando Avellaneda había derrotado a Bartolomé Mitre. 

			De alguna manera, el contraste entre las trayectorias previas de Roca y Tejedor condensa el choque entre dos universos políticos. Hijo de un guerrero de la independencia, Roca abrazó desde muy joven la carrera de las armas, ganando todos sus ascensos en el campo de batalla, como servidor primero de la Confederación y más tarde del ejército federal. Sus talentos militares —puestos de relieve en la Guerra del Paraguay, en la represión de los alzamientos de la década de 1870, y en la campaña contra los indígenas pampeanos que comandó en 1878-1879— le ganaron un amplio prestigio profesional, gracias al cual alcanzó el cenit de su trayectoria profesional (el generalato y el Ministerio de Guerra) cuando aún no había alcanzado los 35 años. La vida militar le ofreció algo más que ascensos y laureles: los frecuentes cambios de destino a los que lo sometió el veloz progreso de su carrera le permitieron alcanzar un profundo conocimiento de la compleja política provincial y, a la vez, lo dotaron de una vasta red de relaciones entre los grupos de poder del interior que desde muy temprano colocó al servicio de una ambición política que excedía los estrictos intereses profesionales de su promoción dentro de las filas del ejército. En muchos aspectos, la figura de Tejedor se recorta como el opuesto de Roca. Destacado jurista y experto en derecho penal, Tejedor contaba con una extensa trayectoria política signada por una firme adhesión a los principios republicanos y liberales que este hombre formado en el periodo de despertar liberal de mediados del siglo identificaba con la causa de Buenos Aires. En esta ciudad que lo había visto nacer, Tejedor había residido toda su vida, salvo en los años de exilio que le había impuesto su oposición al rosismo. Y mientras que su experiencia formativa había habituado a Roca a concebir a la actividad política como un ejercicio de negociación que tenía lugar dentro de los restringidos marcos oligárquicos que primaban en muchas provincias del interior, Tejedor se hallaba más familiarizado con las formas deliberativas y la participación popular que ocupaban un lugar preponderante en la escena pública porteña. 

			El resultado de los comicios presidenciales llevados a cabo el 11 de abril de 1880 favoreció ampliamente a Roca, que triunfó prácticamente sin oposición en todas las provincias, menos en Buenos Aires y Corrientes, con lo que logró una amplia mayoría en el colegio electoral. En una atmósfera cargada, agitada por denuncias sobre el carácter fraudulento del proceso electoral, la dirigencia porteña desconoció el resultado de las elecciones y se alzó en armas contra las autoridades federales. La Guardia Nacional, la poderosa milicia bonaerense, puso en pie de guerra unos 20.000 combatientes. El desafío, que contó con vastos apoyos entre la población porteña, y que incluyó amenazas de secesión, llevaron al presidente Avellaneda y al Congreso a abandonar la capital. En la segunda quincena de junio, los veteranos batallones federales avanzaron sobre la ciudad rebelde. Pese a la enconada resistencia que opusieron las tropas porteñas, unos días más tarde caía vencido el último gran desafío político a la supremacía del poder central. 

			La derrota de Buenos Aires sorprendió a muchos observadores, que la consideraban improbable dada la magnitud de los recursos económicos, culturales y políticos que la gran provincia argentina se hallaba en condiciones de movilizar. La victoria de Roca se explica por su capacidad para mantener la lealtad del ejército en la prueba decisiva que supuso la conquista de la capital y, de modo aún más crucial, por la amplitud y la solidez de las alianzas políticas que logró articular en su carrera hacia la presidencia. Estas alianzas sentaron las bases del Partido Autonomista Nacional (PAN), la agrupación política que gobernaría la Argentina por más de treinta años. Es significativo que en ese momento particularmente difícil para la causa porteña, Roca lograse preservar sus apoyos en el Partido Autonomista bonaerense —una de las dos fuerzas políticas que competían por la primacía provincial—, que desde entonces se integró sólidamente en el PAN. Más en general, la figura y el programa de Roca interpelaban a una corriente de opinión de creciente importancia que reconocía la necesidad de cerrar una larga historia de conflicto y violencia para dar paso a un nuevo periodo en el que la concentración de poder en el Estado, aun si implicaba un recorte de la libertad política, sirviese para asegurar una paz duradera. Para muchos, la principal tarea de la hora consistía en volver la página sobre las luchas del pasado para sentar las bases de un orden político capaz de orientar los recursos del poder público hacia el desarrollo económico y el progreso social. La élite de negocios, dentro de la cual ocupaban un lugar prominente los grandes estancieros, veía con especial atractivo este programa que Roca presentaba bajo el lema de «paz y administración», que también concitaba adhesiones muy extendidas en sectores menos encumbrados. Y si bien estos apoyos eran en su mayor parte pasivos, no por ello resultaban menos necesarios o menos eficaces para consolidar la autoridad pública. 

			La derrota que la élite política porteña experimentó tras la revolución del Ochenta abrió el camino para la sanción de un conjunto de leyes que fortalecieron al poder central. La ciudad de Buenos Aires fue declarada territorio federal y colocada bajo el imperio del poder nacional. Como resultado de la pérdida de su histórica capital, Buenos Aires vio menguada su importancia económica, su peso político y su importancia electoral. En 1881, la Guardia Nacional porteña fue obligada a disolverse, y el ejército federal emergió como la única organización autorizada para reunir tropas en todo el territorio nacional. En esos años, el poder central también expandió su imperio tanto en la economía como en la sociedad. Por primera vez desde la independencia, reunió la autoridad y los recursos suficientes como para imponer una moneda nacional de curso obligatorio, y —no menos importante— le inyectó recursos al Banco Nacional para competir con el Banco de la Provincia de Buenos Aires, hasta entonces el único banco estatal de envergadura. Asimismo, quitó a la Iglesia católica el control de la educación primaria y el registro civil, dando impulso a un programa secularizador que sólo comenzó a perder fuerza hacia 1910. Estos avances de la autoridad federal se vieron subtendidos y a la vez impulsados por el veloz despliegue, tanto material como simbólico, que la burocracia experimentó en la década de 1880: creció el número de empleados y funcionarios (pasó de 13.000 a 33.000 entre 1876 y 1890), las prácticas administrativas ganaron en consistencia y uniformidad, y los edificios que simbolizaban la autoridad del Estado cobraron mayor importancia. La burocracia no sólo creció sino que, gracias a la integración política del territorio nacional que el desarrollo del sistema de comunicaciones —el ferrocarril, el correo y el telégrafo— contribuyó a acelerar, también comenzó a trabajar de manera más articulada. De este modo, el Estado se volvió una presencia más visible y más relevante en la vida cotidiana de los habitantes de la República.

			 

			 

			La constitución de un nuevo orden: la década de 1880

			 

			Tras la victoria del PAN, la vida pública perdió algo de la efervescencia que la había caracterizado en las décadas previas. El reflujo político que siguió a los sucesos del Ochenta revela la aceptación de que gozaba el nuevo orden. En alguna medida, también, fue resultado de la construcción de un sólido polo de poder que cerró muchos canales de participación, en primer lugar en la propia capital. Pues si ámbitos tales como la prensa, la universidad, las asociaciones civiles, o las logias masónicas continuaron desempeñando un papel relevante como instancias a través de las cuales la sociedad se comunicaba con el Estado, luego de 1880 el momento dorado de la vida política porteña quedó definitivamente atrás. De hecho, en esos años la competencia electoral tendió a incorporar a una porción cada vez más reducida de la población adulta masculina que, de acuerdo a un régimen electoral en el que no existía el sufragio censitario o calificado, estaba formalmente habilitada para hacer valer sus derechos políticos en los comicios nacionales. 

			Estos cambios no supusieron un giro drástico en el universo de ideas de las élites gobernantes, aunque sí ayudaron a acentuar el progresismo autoritario que desde entonces se convirtió en un aspecto medular del sustrato de creencias de este grupo. A diferencia de otros países latinoamericanos, en los que la oposición entre liberales y conservadores dividió a los sectores gobernantes en ese periodo, un liberalismo de acusados tonos progresistas constituyó el núcleo central del mundo de ideas de las élites que gobernaron la Argentina hasta 1916 (momento a partir del cual los motivos democráticos comenzaron a cobrar mayor relevancia). Surgida en una región marginal del imperio español, la Argentina carecía de un pasado colonial lo suficientemente glorioso a partir del cual articular un discurso social y políticamente conservador, por lo que todos los sectores de la élite gobernante abrazaron el cambio y, con mayor o menor énfasis, fundaron su legitimidad en la idea de que eran protagonistas de la construcción de una nación cuya grandeza no residía en el pasado, sino en el futuro. No todas las facetas del cambio les despertaron igual entusiasmo, sin embargo. Hasta comienzos del nuevo siglo, los grupos gobernantes se mostraron más atraídos por la libertad civil que por la libertad política. El hecho de que entre los dirigentes del PAN predominasen los hombres del interior, donde la sociedad siempre había sido más jerárquica y la vida pública más restringida, favoreció esta perspectiva. Pero los recelos que suscitaba la participación ciudadana eran más generales, y se vinculan con la extendida convicción de que en una cultura política que a lo largo de siete décadas había dado sobradas pruebas de su escaso apego a la ley y a la autoridad, las pasiones desatadas en la puja por el poder podían fácilmente abrir paso a la anarquía y a la degradación de la autoridad. En consecuencia, la élite dirigente hizo suya la premisa de que el avance material y el progreso social y cultural (que veían como el resultado del despliegue de la libertad civil en un contexto de orden) constituían un requisito imprescindible para el ingreso pleno en la era de la libertad política. En su momento formulada por Juan Bautista Alberdi, la idea de que la «república posible» era la condición necesaria para alcanzar la «república verdadera» gozaba de un amplio predicamento entre las élites gobernantes, particularmente entre las que formaban parte del PAN. 

			Respecto de periodos previos, pues, la etapa iniciada en 1880 supuso un cambio cualitativo, en lo que se refiere a los recursos de poder y a la legitimidad de las autoridades federales, que se acompañó de una declinación igualmente marcada del margen de autonomía de los gobernadores provinciales y los líderes locales. Desde entonces, el presidente contó con un ejército y una burocracia más competentes y disciplinados, y dotados de mayor autoridad y más recursos, gracias a los cuales incrementó su control capilar sobre el vasto territorio nacional. Merced al respaldo de estas agencias, cobraron mayor importancia ciertos instrumentos de gobierno que la Constitución Nacional colocaba en manos del titular del poder ejecutivo. La intervención federal, o la amenaza de utilizarla, se volvieron armas políticas decisivas para disciplinar a los gobiernos provinciales desafectos, o para consolidar las posiciones de los aliados locales de la autoridad central. El arsenal de instrumentos de seducción también creció: quienes se subordinaban a las propuestas del poder federal podían ser recompensados con promociones en una carrera política que cada vez más integraba la dimensión provincial y la nacional, pero también con subsidios, créditos y obras de infraestructura para sus distritos financiados por el tesoro nacional. El hecho de que la principal fuente de recursos fiscales —las rentas aduaneras, que sumaban más de dos tercios de la recaudación total— estuviese en manos del Estado federal le otorgaba a la autoridad central una importante capacidad de iniciativa en este terreno.

			El poder que confería la primera magistratura, sin embargo, no era tan grande como en México u otras experiencias latinoamericanas. El mundo político de la república oligárquica, aunque restringido, suponía una compleja interacción entre distintos actores. El poder judicial, que poseía gran independencia en las instancias superiores del fuero federal, imponía límites al primer mandatario. A pesar de que la Constitución Nacional había sido diseñada para concentrar poder en el ejecutivo, el Parlamento también contaba con importantes márgenes de autonomía: por ejemplo, tenía gran injerencia en la elaboración del presupuesto o la designación de magistrados. Como en muchas experiencias decimonónicas, el Congreso Nacional también constituía un ámbito de debate político de enorme relevancia, en el que incluso los representantes oficialistas solían mostrarse independientes de las orientaciones que provenían de la cumbre, y que además servía, junto con la prensa, como un articulador de la opinión pública. Estaba también la Constitución, que entre otras cosas sancionaba la prohibición de reelección, y de este modo dificultaba la concentración del poder en el presidente, sobre todo cuando, al acercarse la finalización del mandato, la disputa por la sucesión cobraba fuerza. Finalmente, si no existió un régimen capaz de controlar el poder desde la cumbre fue también porque los grupos gobernantes locales contaban con importantes márgenes de autonomía y porque el personalismo ocupaba un lugar muy relevante en la cultura política argentina, que mantuvo toda su vigencia en esta etapa, y que favorecía la construcción de jerarquías de autoridad paralelas a (y no siempre coincidentes con) las consagradas por las instituciones.
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